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U

na de las principales características contemporáneas del diseño y promulgación de normas de contabilidad y aseguramiento, es la obligación del respectivo organismo emisor de someterse a un debido proceso.
A su vez, uno de los elementos más importantes de tal debido proceso es la exigencia de permitir al público el conocimiento de los borradores de trabajo, en forma tal que él pueda expresar los comentarios que considere pertinentes, antes que las normas sean aprobadas en forma definitiva. Como se sabe, ahora los proyectos se publican acompañados de sus “bases de conclusiones”, explicaciones que permiten conocer los criterios que obran en la propuesta.
Las oportunidades para comentar las propuestas de normas, son instrumentos de participación  y transparencia.  Su eficacia está fuertemente ligada con el tiempo con que el público cuente para pronunciarse, el cual, en el caso de iasb, suele ser de 120 días.
Hay casos en que la propuesta de norma es antecedida por un “documento de discusión”, que también es puesto al alcance del público, para que él opine al respecto. Un ejemplo de esto es el Discussion Paper: Preliminary Views on Revenue Recognition in Contracts with Customers , que empezó a circular en diciembre de 2008 y que podrá ser comentado hasta el 19 de junio de 2009.

La observancia de un debido proceso es condición de legitimidad. No basta tener autoridad para hacer algo. Hay que ejercerla a la luz del día, oyendo a todos los interesados, asegurándose que éstos califican como razonables las normas.

El debido proceso aplica también a la elaboración de interpretaciones, como puede verse al revisar la forma como opera el International Financial Reporting Interpretations Committee (ifric).
El siete de noviembre de 2008, el Presidente del Consejo Técnico de la Contaduría Pública anunció que dicho organismo “en la sesión del pasado cinco de noviembre del corriente año, aprobó una nueva Orientación Profesional, referida a la presentación de Estados Financieros sobre bases comprensivas de contabilidad diferentes de las Normas o Principios de Contabilidad de General Aceptación en Colombia”.  Al fin en este mes de febrero de 2009 hemos podido conocer el texto de esa orientación, fechada el 9 de diciembre del año pasado, la cual no contó con la participación de los miembros del Consejo que representan al Gobierno Nacional, y que incluye transcripciones de las páginas 50 a 511 y 526 a 537 (el total de páginas es de 541).
En este caso los borradores no fueron divulgados y el texto solo pudo ser conocido dos (¿o tres?) meses luego de aprobado. Esta forma de obrar muestra con claridad los peligros del proyecto de conferir a una entidad privada la capacidad de hacer este tipo de pronunciamientos, cuando se comprueba reiteradamente que existen intenciones de ejercer una dictadura sobre los preparadores de la información contable.
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